PROYECTO DE LEY ____ DE 2017 CÁMARA
“Por Medio Del Cual Se Introducen Algunas Disposiciones En Materia De Contratación Estatal”
1 – OBJETO DEL PROYECTO
el objeto de la presente ley busca crear mecanismos de transparencia en los contratos que el estado suscriba con terceros.

2 - JUSTIFICACIÓN

LA PARTICIPACIÓN EN POLÍTICA DE CONTRATISTAS

Ante la tajante prohibición de participación en política de los funcionarios públicos y el alto número de sanciones disciplinarias que se producen con ocasión de esta conducta por parte de la Procuraduría General de la Nación, algunos políticos necesitados de sus cuotas para trabajar en campaña, encontraron en la prestación de servicios la modalidad contractual que permite conservar las mismas en las entidades públicas y ponerlas al servicio de sus intereses electorales. 

La prestación de servicios se pensó como un mecanismo para prestar aquellos servicios que la entidad no estaba en capacidad de suministrar en razón de un déficit temporal de personal o una demanda superior a la habitual,  también para realizar las labores que en razón de su complejidad, el personal de planta no las puede prestar, lo que  en todo caso es para solucionar necesidad transitorias ya que no pueden en ningún momento ser utilizada esta figura para cumplir el objeto misional de la entidad contratante,  pues en ese caso esas funciones deberán ser prestadas por funcionarios públicos. 

La participación en política de contratistas es hoy un factor que desequilibra la ya inclinada balanza en las elecciones,  en el caso de Bogotá, se calculó que a finales de la administración de Gustavo Petro la  suma de contratistas de las distintas entidades del Distrito podía llegar a alrededor de 30.000 personas
, dato que fue acompañado de distintas denuncias que reportaban la participación en política de contratistas e incluso funcionarios públicos  a favor de la candidata presidencial Clara López de Polo Democrático
.  Aun más grave, en un comunicado emitido por la Alcaldía Mayor el 7 de octubre, se recordaba a los funcionarios públicos su prohibición para participar en política, pero se recalcaba que la misma no regia para contratistas, reforzando la idea de la dañina intervención de personas remuneradas con dineros públicos en las campañas políticas.

En ese sentido, la propuesta que se presenta a consideración del Congreso busca que se limite esa posibilidad a través de una prohibición a la participación en política de las personas vinculadas a través de contratos de prestación de servicios, dándole como consecuencia jurídica a la infracción de la prohibición la terminación del contrato sin derecho a indemnización.  

Adicionalmente, otra forma de desviación de los recursos públicos está en las contribuciones a campañas y a partidos políticos, que resultan una forma de participar en política en el caso de los funcionarios públicos, razón por la cual lo tienen proscrito, pero en el caso de las personas contratadas a través de contratos de prestación de servicios no existe esta prohibición, lo que lleva  a  los contratistas a ser una fuente de financiación de la campañas, en la medida en que son los padrinos políticos quienes consiguen los contratos, muchas veces a cambio de un porcentaje que es usado para la financiación de la campañas y que entra a la contabilidad como un aporte de persona natural. 

Ese tipo de prácticas han sido denunciadas en múltiples ocasiones, especialmente en los cuerpos colegiados de elección directa en donde hay unidades de apoyo normativo o legislativo y  la nominación corresponde al congresista, diputado  o concejal, en estos casos se ha sabido de la exigencia de porcentajes del salario, y son varios los que  han llevado a sanciones disciplinarias y incluso a procesos de pérdida de investidura
. 

De igual manera, el pago de favores a personas que han hecho contribuciones a campañas a través de contratos de prestación de servicios se ha convertido en un secreto a voces, las modalidades varían, en algunos casos a través de personas jurídicas que resultan beneficiarias de los contratos, donde el aportante es accionista, representante legal o tiene alguna posición que le permite percibir esos recursos, en otros sin ninguna vergüenza se contrata directamente. 

 De acuerdo con el hoy Senador Antonio Navarro es clara la intervención de dineros públicos en las campañas a través de contratistas, el senador dice al respecto: “Yo que he estado en alcaldías y la Gobernación de Nariño pude mirar cómo funciona ese sistema, sí vale la pena ponernos a pensar seriamente cómo controlar que eso no siga sucediendo, porque alcaldes y gobernadores al servicio de contratistas son el pan nuestro de cada día, eso funciona y pesa mucho más que la mermelada oficial”
.

La ley 1474 de 2011 “estatuto anticorrupción” en su artículo segundo  introdujo una inhabilidad en este sentido, buscando que la contratación no fuera un camino para la financiación de las campañas políticas a cargos uninominales de lección popular, de esa manera dispuso que se encontraban inhabilitados para contratar en el nivel respectivo quienes hubieran hechos aportes superiores al 2.5% del tope de tope máximo a invertir en las campañas, aun así hizo una excepción y excluyo de esta inhabilidad a quienes fueran contratados para la prestación de servicios profesionales. 

La prestación de servicios profesionales en principio podría uno considerar no implica la destinación de sumas considerables de dinero que puedan llevar a la desviación de recursos por esa vía para la financiación de campañas políticas, aun así recientes revisiones de los valores que se destinan en ese tipo de contratos generan preocupación, a manera de ejemplo podemos citar algunos contratos de este tipo que se suscribieron con la periodistas  Natalia Springer, la suma total asciende a un valor de 4.276 millones,  los suscritos con el abogado Manuel José Cepeda por un valor superior a los 3.000 millones  y aquellos que se suscribieron con  el hoy fiscal por más de 1.000 millones. 

En ese sentido, resulta pertinente crear la inhabilidad para que aquellos que financien campañas a cuerpos colegiados de elección directa, o realicen aportes económicos a los partidos o movimientos, no puedan ser posteriormente contratados a través de contratos de prestación de servicios, en el caso de las campañas para el periodo constitucional para el cual resulta electo el candidato y en el caso de los partidos por un término de 4 años. 

LIMITACION A LOS CONTRATISTAS DEL ESTADO
En Colombia la contratación por prestación de servicios se convirtió en la modalidad preferida de las entidades estatales. Sin embargo, con este mecanismo de contratación se ha fomentado entre otros problemas: la corrupción en la selección del contratista, la creación de las nóminas paralelas que desarrollan los objetos misionales de cada entidad y por último el detrimento patrimonial del Estado al pagar por servicios que la misma entidad contratante puede ejecutar.

El estado ha intentado controlar este fenómeno mediante la regulación por vía normativa y por eso, se han expedido diferentes disposiciones como: la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, Decreto 1510 de 2013 entre otras. 

Estas normas establecen los criterios (cuantía, modalidad, requisitos de los proponentes, interventora y supervisión) necesarios para desarrollar los procesos de contratación, suscribir los diferentes contratos mencionados en el Art. 32 de la Ley 80 de 1993 y aquellos contratos que brindan apoyo a la administración o que son necesarios para desarrollar un fin transitorio. 

No obstante, algunas de estas disposiciones normativas permiten a las entidades celebrar contratos de prestación de servicios sin limitación alguna, solo bajo el entendido de que esas personas (jurídicas o naturales) no desarrollen el objeto misional de la entidad contratante. Sin embargo, esta modalidad de contratación es la que más se emplea para suscribir contratos innecesarios por montos bastante altos y que en la mayoría de los casos no cumplen con el objeto de la contratación y resultan siendo una mera excusa para sustraer unos recursos a la entidad.

DERECHO COMPARADO
· Perú 

Este tipo de contrato es muy común en el ámbito privado y de contratación pública en varios países de Latinoamérica, en otros lugares es conocido con otro nombre, por ejemplo:

En el Código Civil de este país, en el “Artículo 1756.- Son modalidades de la prestación de servicios nominados:

a. La locación de servicios.
b. El contrato de obra.
c. El mandato.
d. El depósito.
e. El secuestro”.

Sin embargo, existen otros géneros como la locación de servicios que resulta similar a la definición colombiana de contrato de prestación de servicios.

“Artículo 1764.- Por la locación de servicios el locador se obliga, sin estar subordinado al comitente, a prestarle sus servicios por cierto tiempo o para un trabajo determinado, a cambio de una retribución”.

La regulación para este tipo de contrato y su limitación frente al desarrollo del objeto principal de cada una de las entidades del Estado, resulta similar a las normas de Colombia, sin embargo, frente al presupuesto exigen mayor austeridad.

“(…) Así, podemos advertir que las Leyes Anuales de Presupuesto del Sector Público y sus normas de desarrollo han previsto medidas de austeridad y/o límites a la ejecución del presupuesto relacionadas con: 

a. El aseguramiento de los recursos como requisito para la celebración de contratos de servicios no personales y/o locación de servicios, así como el alcance de las actividades a contratar (…)”

De acuerdo a lo anterior, se puede inferir que para la celebración de esta clase de contratos es necesario prever una ejecución y uso efectivo de los recursos disponibles, para que el fin buscado con este tipo de contratación surta los efectos esperados y así mismo. 

· México

En este país se estableció como parámetro de la contratación por servicios la austeridad frente al gasto; esto implica que le uso de los recursos destinados para la celebración y desarrollo de estos contratos se haga de manera eficiente y a la vez solo se suscriban los contratos de esta naturaleza que solo resulten necesarios para apoyar la labor de la administración.

En otras palabras, el fin que busca esta política de austeridad en el gasto es que se solo se invierta en lo indispensable.

Por ejemplo, en el texto mediante el cual se fijan los lineamientos de racionalidad y austeridad presupuestaria 2015, se estableció para los contratos de prestación de servicio la aplicación delos principios de proporcionalidad, criterios de austeridad, y transparencia en su ejecución.

  “CUARTO.- El Secretario General de Servicios Administrativos, con el apoyo de los titulares de cada área, instruirá a las unidades ejecutoras del gasto, así como a las administradoras de gasto para que, en el ámbito de su competencia, instrumenten las medidas del presente acuerdo, tendientes a fomentar la racionalidad en la prestación de los servicios a su cargo y cumplan con los criterios de austeridad, proporcionalidad, equidad, rendición de cuentas y transparencia del ejercicio presupuestal”.

LIMITE DE CONTRATOS QUE PUEDE SUSCRIBIR UNA PERSONA NATURAL O JURIDICA CON EL ESTADO
En el numeral 3 del Artículo 32 de la Ley 80 de 1993, da vida jurídica el contrato de prestación de servicios como una figura de contratación estatal que se suscribe con personas naturales. Sin embargo, en el Art. 81 del Decreto 1510 de 2013, indica que dicha figura contractual se puede suscribir con personas naturales y jurídicas lo cual, ha generado que  quienes tengan vínculos contractuales con el Estado bajo la condición de persona natural los tengan igualmente mediante la creación de figuras societarias, generando se concentre en una misma persona contratos adjudicados directamente y por intermedio de la sociedad para un contratista, a pesar de que existen otras personas que tienen la capacidad para prestar el servicio.

De acuerdo con lo anterior, en la práctica se ha visto que las personas naturales crean sus propias sociedades para suscribir varios contratos con las entidades estatales algunas veces incumpliendo con las condiciones legales, por ejemplo: suscriben contratos de prestación de servicios para desarrollar actividades que el personal de planta de la entidad contratante puede ejecutar, generando más gastos para la entidad y por ende un detrimento patrimonial para el Estado.

Igualmente, es común que una sola persona suscribe varios contratos por prestación de servicios en un mismo periodo con varias entidades del Estado por cuantías importantes para desarrollar objetos contractuales que requieren bastante tiempo en investigación y elaboración, no siendo posible que la persona que fue contratada desarrolle la totalidad de los contratos personalmente, lo que lleva a que un contrato que se suscribe con una persona por su calidades especificas termine siendo desarrollado por terceros.

Por ejemplo, los contratos suscritos entre la Fiscalía General de la Nación y la polémica contratista Natalia Springer, revelan que la figura de contratación por prestación de servicios con entidades del Estado no tiene limitación alguna en cuanto a su cuantía, número de contratos que se pueden suscribir y tampoco se establece un verdadero criterio de necesidad para su celebración; este fenómeno que se desarrolla en todas las entidades estatales, está impidiendo adicionalmente la participación de otros contratistas que pueden desarrollar el objeto contractual, con la disponibilidad que implica un contrato de estas características, que es por lo general intuito persona, ya que es la especialidad lo que lleva a las entidades a buscar a estas personas para desarrollar a través de la prestación de servicios estos contratos, pues en principio la entidad no tiene en su plata de personal personas capacitadas para desarrollarlos. 

Teniendo en cuenta lo anterior, resulta necesario modificar la legislación vigente para la suscripción de contratos de prestación de servicios, a fin de establecer unos límites legales al número de contratos que se permite sean suscritos, establecer el uso eficiente de los recursos destinados para esta figura contractual y de acuerdo con esto, cumplir con la necesidad de eliminar la exclusividad y preferencia injustificada sobre algunos contratistas.

Por lo anterior, uno de los objetivos del proyecto consiste en limitar la suscripción de los contratos por prestación de servicios a un total de cinco (5) con cada una de las personas seleccionadas por la entidad contratante o por un número inferior si alcanzan la cuantía total de (500) SMLMV al celebrar este tipo de contratos con cualquier entidad del Estado.

Una vez estudiada la posibilidad de establecer la mencionada limitación, se puede afirmar que la mayoría de las personas que prestan servicios al Estado suscriben personalmente o por medio de sus sociedades más de 5 contratos con una misma entidad estatal o con varias al mismo tiempo; cada uno por sumas superiores a los 100 SMMLV, como en el ejemplo mencionado anteriormente de la Fiscalía General de la Nación. Este fenómeno impide el acceso a otras personas con las mismas capacidades y la disponibilidad de tiempo para cumplir con celeridad y idoneidad la prestación de servicios que busca la administración e imposibilita igualmente el ejercicio del principio de eficacia de la contratación toda vez, que al no tener limitación alguna se ha fomentada la “contratación a dedo”. 

Por otro lado, existe el principio de temporalidad de los contratos de prestación de servicios, el cual consiste en que dicha figura contractual se suscribe por un tiempo determinado en el cual se desarrolla el servicio contratado, sin que esto signifique la continuidad o permanencia en el tiempo con una entidad.

En consideración a lo anterior, en las entidades estatales, este principio es uno de los mas vulnerados cuando se suscriben contratos por prestación de servicios toda vez  que, con un mismo contratista se celebra un contrato tras otro en una misma vigencia fiscal o en dos vigencias consecutivas para desarrollar un mismo objeto contractual, es decir; se fracciona el propósito de la contratación por servicios en varios contratos y por diferentes cuantías, generando una vinculación indirecta con la entidad, evidencia que indica lo necesario que es limitar la cantidad de contratos que puede suscribir un contratista con el Estado en un mismo periodo y para esto se propone la fórmula establecida en el  articulado. 

Prohibiciones para la acumulación de experiencia

· Los requisitos habilitantes en la Contratación Estatal

En los procesos de contratación estatal existen una serie de requisitos habilitantes, cuya función es dotar de elementos de juicio que guíen a la entidad estatal para que determine la aptitud del proponente que participa en los diferentes procesos de Contratación, estos requisitos habilitantes están diseñados para que posteriormente, en la etapa de selección la entidad pueda evaluar la capacidad jurídica, financiera, organizacional y la experiencia del proponente.

La importancia de estos requisitos, se evidencia en el desarrollo legal que ha tenido el concepto y en la finalidad que persiguen los mismos, que además de evaluar la capacidad jurídica, financiera, organizacional y la experiencia del proponente, busca establecer unas condiciones mínimas que deben ser satisfechas por parte de los oferentes, para que estos se puedan postular en los procesos de contratación, permitiendo ello que la Entidad Estatal evalúe únicamente aquellas ofertas que satisfagan las exigencias mínimas del proceso de contratación.
 Durante el proceso de seguimiento, la Entidad debe verificar y definir la forma en la que los proponentes deben acreditar los requisitos habilitantes, de experiencia, capacidad jurídica, capacidad financiera y capacidad organizacional.
 

Sobre este respecto, debe advertirse que por disposición legal las Entidades Estatales deben establecer de forma adecuada y proporcional los requisitos habilitantes teniendo en cuenta entro otros aspectos la naturaleza y valor del contrato, y de este modo garantizar una selección objetiva en el procesos de contratación estatal.

Al respecto de lo anterior, tal y como se ha señalado en las diferentes publicaciones y manuales de COLOMBIA COMPRA EFICIENTE, los conceptos, adecuado y proporcional, buscan que haya una profunda relación entre el contrato y LA EXPERIENCIA del proponente y su capacidad jurídica, financiera y organizacional, esto quiere decir, que los requisitos habilitantes exigidos deben guardar proporción con el objeto del contrato, su valor, complejidad, plazo, forma de pago y el Riesgo asociado al Proceso de Contratación.
 En consecuencia, es claro que en los procesos de contratación en los que el objeto del contrato no revista gran complejidad será posible establecer requisitos habilitantes de menor entidad.

De la experiencia como requisito habilitante

La Real Academia de la Lengua Española, señala que el término “Experiencia” reviste múltiples acepciones a saber:

i. El hecho de haber sentido, conocido o presenciado alguien algo.

ii. Práctica prolongada que proporciona conocimiento o habilidad para hacer algo.

iii. Conocimiento de la vida adquirido por las circunstancias o situaciones vividas.

iv. Circunstancia o acontecimiento vivido por una persona.

v. Experimento.

De lo anterior se colige que el término hace alusión a un conocimiento previo sobre un aspecto en particular, y en ese sentido es claro que, la experiencia como requisito habilitante en los procesos de contratación estatal, haga alusión:

“al conocimiento del proponente derivado de su participación previa en actividades iguales o similares a las previstas en el objeto del contrato” que pretende ejecutar, experiencia que puede ser adquirida por el oferente a través de contratos suscritos con entidades públicas, privadas, nacionales o extranjeros. (Colombia Compra Eficiente, SF)
Debe destacarse que, la experiencia que debe ser acreditada como requisito habilitante para la suscripción de un contrato con el Estado, debe ser adecuada
 y proporcional
 a la naturaleza del contrato y su valor, como ya se advirtió en líneas precedentes.

En algunos procesos de contratación estatal es usual que por las necesidades de carácter técnico, económico, logístico y la acreditación de experiencia específica exigidas por la entidad Estatal para el desarrollo del objeto del contrato, resulte imposible que una única persona (natural o jurídica) satisfaga todas estas exigencias, y en consecuencia se haga imperativo acudir a diferentes formas de asociación para aunar esfuerzos y cumplir con los requisitos habilitantes exigidos por la entidad estatal para suscribir el contrato.

En este contexto, surgen diferentes formas de asociación como los consorcios, uniones temporales, promesa de sociedad futura, asociación público privada, figuras mediante las cuales un número plural de personas (naturales y/o jurídicas) se organizan para aunar esfuerzos y lograr acreditar los requisitos exigidos por los entes públicos o privados para la asignación de contratos, de manera que, la experiencia del oferente plural (unión temporal, consorcio y promesa de sociedad futura) corresponde a la suma de la experiencia que acredite cada uno de los integrantes del proponente plural
. Así es claro, que la experiencia dentro de los procesos de contratación estatal, únicamente puede ser acumulada a través de las figuras asociativas permitidas por la ley, en las que se evidencie el aporte (financiero, tecnológico, know how, ect) que realiza cada miembro del proponente plural y la forma de distribución de los riesgos escogida por estos.

Así, una de las finalidades del presente proyecto de ley, es establecer de forma clara que en los procesos de contratación estatal, la única forma de acumular la experiencia sea a través de las figuras asociativas permitidas por la ley y de este modo evitar que a través de eufemismos y ambigüedades se vulnere el ordenamiento jurídico y se permita acumular o transmitir experiencia de una persona a otra,  sin acudir a las figuras propias para hacerlo o sin tener en cuenta los requisitos establecidos por la ley.
 

Sobre el particular, la Superintendencia de Sociedades en Concepto 220-053067 23-05-2013, señaló que, la experiencia de una persona natural no es trasmisible a la sociedad de la cual forma parte, reiterando lo señalado en conceptos precedentes
, en los que se consultó a la entidad lo siguiente:

“Si se ha creado una S.A.S. y tiene menos de tres años de constituida y siendo socio de esta y poseo la experiencia”, se pregunta ¿hasta qué término de tiempo la sociedad en sí, puede acreditar la experiencia del socio?

En dicha oportunidad, la entidad indicó que, aunque la pregunta es un tanto imprecisa, ha de entenderse que se trata de que la sociedad por acciones simplificada haga suya la experiencia del accionista, por ejemplo, para participar en un proceso contractual.

Sobre ese respecto, la Superintendencia de Sociedades señaló que, la  sociedad por acciones simplificada sigue la regla según la cual, una vez constituida forma una persona distinta del socio individualmente considerado; así las cosas, la persona jurídica deberá acreditarse por sí sola, con el desarrollo de su actividad empresarial, sin que le sea posible sumar o hacer suya la experiencia de quienes participan en ella en calidad de accionista, salvo que el extremo contractual o ante quien pretenda licitar, autorice o permite que la pericia del accionista sea comunicada a la persona jurídica”.

Ahora bien, debe advertirse que en el mismo concepto, la Superintendencia de Sociedades, destaca que con la expedición del Decreto 734 de 2012, se reconoce la experiencia del socio, pero siempre que la sociedad cuente con más de tres años de constituida.

 3 – ARTICULADO PROPUESTO PARA DEBATE
Proyecto de ley ____ de 2017
“Por Medio Del Cual Se Introducen Algunas Disposiciones En Materia De Contratación Estatal”
El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1. Prohibiciones aplicables a personas vinculadas a entidades públicas por contrato de prestación de servicios.

Está prohibida la participación en política durante la vigencia del contrato y un año adicional, a las personas naturales que celebren con entidades públicas contratos de prestación de servicios en cualquiera de sus modalidades. De igual manera está prohibida a estas la contribución a partidos, movimientos o candidatos, sin importar la cuantía, durante la vigencia del contrato y un año adicional. En este caso se extenderá la prohibición a las personas jurídicas. 

La prohibición para las contribuciones se extenderá a las personas que se encuentren hasta del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad, o primero civil de la persona vinculada mediante el contrato de prestación de servicios.

La violación de esta prohibición dará lugar a la terminación unilateral del contrato, sin derecho a indemnización alguna con ocasión de la misma. 

Artículo 2. Inhabilidad para contratar a través de contratos de prestación de servicios con aportantes a campañas políticas.  

Las sociedades existentes o que llegaren a constituirse por aportantes, distintas de las anónimas abiertas, sus representes legales o accionistas y las personas naturales que hayan realizado aportes económicos a movimientos o partidos, estarán inhabilitadas para suscribir contratos de prestación de servicios con entidades públicas durante los cuatro años siguientes a la fecha en que se realizó la contribución. 

Tratándose de aportes a candidatos, la inhabilidad operará durante el período constitucional para el cual el candidato fue elegido.

Artículo 3. Prohibición de contratar personas inhabilitadas o inmersos en causales de incompatibilidad.

La persona que se encuentre inhabilitada para contratar con el estado o inmersa en una causal de incompatibilidad respecto del contrato suscrito, no podrá participar a ningún título en la ejecución de contratos de prestación de servicios, convenios o cualquier otra modalidad contractual con entidades públicas.

Artículo 4. Limitación en la suscripción de contratos de prestación de servicios con entidades estatales.  

Las personas naturales o jurídicas que suscriban con el Estado contratos de prestación de servicios, no podrán por sí mismos o por intermedio de figuras asociativas, suscribir en una misma vigencia fiscal más de 5 contratos de esa naturaleza con entidades públicas o la sumatoria del valor de los mismos superar los 500 SMLMV. 

Excepcionalmente se podrá superar el tope de 500 SMLMV previo concepto favorable de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, en donde se refleje de forma clara las razones que motivan la excepción.

Artículo 5. Acumulación de experiencia.  La experiencia de las personas jurídicas y/o naturales es personal e intransferible, ésta podrá ser acumulada únicamente cuando las personas jurídicas y/o naturales se presenten a cualquier proceso de contratación estatal a través de un consorcio, unión temporal, promesa de sociedad futura, asociación pública privada o cualquier otra figura asociativa permitida por la ley. 

Artículo 6. El artículo 38 de la ley 270 de 1996 quedará así:

Artículo 38. De la Sala de Consulta y Servicio Civil. La Sala de Consulta y Servicio Civil tendrá las siguientes atribuciones:
1. Absolver las consultas jurídicas generales o particulares, que le formule el Gobierno Nacional.

2. Preparar los proyectos de ley y de códigos que le encomiende el Gobierno Nacional. El proyecto se entregará al Gobierno por conducto del Ministro o Director de Departamento Administrativo correspondiente, para su presentación a la consideración del Congreso.

3. Revisar los contratos y conceptuar sobre las cuestiones jurídicas relativas al Servicio Civil, en los casos previstos por la ley.

4. Conceptuar favorable o desfavorablemente sobre la suscripción de contratos de prestación de servicios por valores superiores al máximo legal como excepción. 

5. Conceptuar sobre los contratos que se proyecte celebrar con empresas privadas colombianas, escogidas por concurso público de méritos, en los casos especiales autorizados por la ley, para efectuar el control fiscal de la gestión administrativa nacional.

6. Verificar, de conformidad con el Código Electoral, si cada candidato a la Presidencia de la República reúne o no los requisitos constitucionales y expedir la correspondiente certificación.

7. Ejercer las demás funciones que le prescriban la Constitución y la ley.

Articulo 7. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
Cordialmente

Samuel Hoyos Mejía 





Representante a la Cámara 




� http://www.eltiempo.com/bogota/elecciones-2015-funcionarios-de-alcaldia-estarian-participando-en-campana-politica/16399783


� http://lasillavacia.com/historia/asi-se-pone-favor-de-clara-la-maquinaria-del-distrito-51901


� http://www.elespectador.com/noticias/judicial/perdida-de-investidura-congresista-pedia-dinero-comunid-articulo-300737


� http://www.elpais.com.co/elpais/elecciones-2015/noticias/est%C3%A1-demostrado-que-montones-de-contratistas-financian-a-los-candidatos-nav


�SILVA SOLOGUREN, Juan Antonio. Jesús María. OPINIÓN Nª 035-2009/DTN. Alcance de los literales f) y h) del numeral 3.3 del artículo 3° del Decreto Legislativo Nº 1017. Gobierno Regional del Callao [en línea]. 26 de mayo de 2009. [Fecha de Consulta: 05de febrero de 2009]. Disponible en: <http://www.osce.gob.pe/userfiles/archivos/035-09%20-%20GOB%20REG%20DEL%20CALLAO%20-%20Locacion%20de%20Servicios%20y%20CAS.doc >








�  Numeral 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007.


� Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los Procesos de Contratación, Colombia Compra Eficiente. Consultado el 10 de febrero de 2016 en: http://www.colombiacompra.gov.co/sites/default/files/manuales/20140901_manual_requisitos_habilitantes_4_web.pdf


� Sobre la verificación de los requisitos habilitantes, debe señalarse que, la exigencia de estos requisitos habilitantes no aplican en la modalidad de contratación directa, debido a que la Entidad Estatal escoge directamente a la persona natural o jurídica que debe ejecutar el objeto del Proceso de Contratación, sin embrago, la entidad Estatal tiene el deber de revisar la idoneidad del contratista y verificar su capacidad jurídica, organización y de experiencia para obligarse y cumplir con el objeto del contrato. Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los Procesos de Contratación, Colombia Compra Eficiente. Consultado el 11 de febrero de 2016 en: http://www.colombiacompra.gov.co/sites/default/files/manuales/20140901_manual_requisitos_habilitantes_4_web.pdf


� Artículo 5, Ley 1150 de 2007, Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con Recursos Públicos.


� Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los Procesos de Contratación, Colombia Compra Eficiente. Consultado el 11 de febrero de 2016 en: http://www.colombiacompra.gov.co/sites/default/files/manuales/20140901_manual_requisitos_habilitantes_4_web.pdf


�  La experiencia es adecuada cuando es afín al tipo de actividades previstas en el objeto del contrato a celebrar. CFR. Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los Procesos de Contratación. Página 8.


� Ibíd., La experiencia es proporcional cuando tiene relación con el alcance, la cuantía y complejidad del contrato a celebrar. Página 9.


� Ibíd., página 8. Por otra parte, cuando un proponente adquiere experiencia en un contrato como integrante de un contratista plural, la experiencia derivada de ese contrato corresponde a la ponderación del valor del contrato por el porcentaje de participación.


� Es usual que, en algunos procesos de licitación, los proponentes pretendan hacer valer la experiencia de los grupos empresariales a los cuales pertenecen y trasladar la experiencia de los socios a las personas jurídicas a las que estos pertenecen, sin cumplir con los requisitos establecidos por la ley para dicho propósito.


� Oficio 220-050660 del 16 de agosto de 2010; 


� Decreto 734 de 2012. Artículo 2.2.7. Valoración de la experiencia del proponente.





